
Según diversas mediciones y análisis, Uruguay es uno de los países más 
democráticos de América Latina. Su proceso de redemocratización co-
menzó luego de la dictadura cívico-militar (1973-1985) impuesta tras 
un periodo de conflictos sociales y altos niveles de polarización y de 
violencia política –tanto de sectores de izquierda como de derecha–. 
Los partidos siguen siendo los principales mecanismos de represen-
tación, aunque, al igual que en la mayoría de las democracias, dismi-
nuyó la adhesión ciudadana hacia ellos y aumentaron el descontento 
y la protesta. Pero, y aquí yace una de las particularidades de este pe-
queño país de América del Sur, parte de ese descontento se canalizó a 
través de las iniciativas de democracia directa. La legislación uruguaya 
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habilita una serie de mecanismos para ejercerla, con el referéndum como 
figura central, tanto para aprobar como para derogar leyes, y el plebiscito para 
los casos de reforma constitucional1.

Uruguay es el país con mayor cantidad de ejercicios de democracia directa 
en América Latina2 y el país de la región que más tempranamente la incorporó 
y la ejerció en el nivel nacional. Y un dato adicional: la inclusión de mecanis-
mos de democracia directa se realizó en un contexto de ampliación y posterior 
consolidación de la democracia y no de crisis de representación3. Los partidos 

políticos, artífices de esa democracia, operaron en un 
sistema pluralista y tuvieron un alto grado de existencia 
organizacional, implantación social y continuidad his-
tórica. En definitiva, la inclusión de la consulta y de la 
iniciativa popular contribuyó a un uso eficaz de la voz, 
evitando así la salida y reforzando la voz y la lealtad hacia 
los partidos políticos y las decisiones tomadas por ellos, 

siguiendo la teoría de Albert Hirschman4. En el caso uruguayo, a diferencia 
de otros países, la democracia directa no puede ser promovida por el Poder 
Ejecutivo (el presidente no puede convocar referendos) y no existen limita-
ciones ni restricciones respecto de los temas que pueden ser propuestos por 
la ciudadanía. 

La democracia directa tiene larga data en el caso uruguayo. Sin em-
bargo, a partir de 1989 adquirió una característica muy diferente: pasó 
a ser una herramienta de protesta –e incluso de «amenaza»– para (inten-
tar) derogar leyes aprobadas en el Parlamento y para promover iniciativas 
de reforma constitucional. Nuestra hipótesis es que la democracia directa 
contribuyó a descomprimir el malestar y a darle cauce institucional a la 
protesta, evitando los estallidos sociales, democratizando el debate y, even-
tualmente, derogando leyes o favoreciendo su aprobación. Pero, al mis-
mo tiempo, ha generado amplios debates ciudadanos. En un contexto de 
fuerte descontento social y gran pesimismo político, la democracia directa 
reaparece en el debate político y constitucional como una posibilidad de 

1. La Constitución de 1967 habilita la realización de plebiscitos y referendos. Los primeros están 
destinados a ratificar reformas constitucionales, y los segundos, a derogar la totalidad de una ley 
o parte de ella. También se prevé la iniciativa ciudadana ante el Poder Legislativo para impulsar 
normas. En el referéndum se consulta a la ciudadanía acerca de un texto concreto, mientras que en 
el plebiscito se consulta sobre una decisión aún no plasmada en un texto normativo. 
2. A. Lissidini: «Democracia directa en América Latina: avances y contradicciones» en Anja Minnaert y 
Gustavo Endara (coords.): Democracia participativa e izquierdas. Logros, contradicciones y desafíos, 
Fundación Friedrich Ebert, Quito, 2015.
3. A. Lissidini: «Los plebiscitos uruguayos durante el siglo xx: ni tan autoritarios ni tan democráticos» 
en Cuadernos del claeh. Revista Uruguaya de Ciencias Sociales No 81-82, 1998.
4. A.O. Hirshman: Salida, voz y lealtad, fce, Ciudad de México, 1977.
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contribuir a reducir la distancia entre la ciudadanía y las elites políticas, 
entre las necesidades sociales y la agenda gubernamental. Y la experiencia 
uruguaya puede ayudar a aterrizar el debate.

Una larga tradición

La aprobación parlamentaria de la llamada Ley de Caducidad Punitiva del Es-
tado (ley Nº 15.848 de 1986), una suerte de amnistía a los militares que habían 
cometido violaciones a los derechos humanos durante la dictadura militar, puso 
en marcha –por primera vez en la historia uruguaya– el mecanismo de referén-
dum en 1989. Y aunque no logró el resultado esperado por las organizaciones 
de derechos humanos –no se consiguió la mayoría para derogar la ley–, generó 
un debate inédito en Uruguay respecto al régimen dictatorial, las torturas y las 
desapariciones. El debate volvería a darse en un nuevo intento por modificar la 
misma ley en 1996. Todo ello contribuiría a mantener una conciencia ciudadana 
respecto a las violaciones a los derechos humanos que se refleja en cada multitu-
dinaria Marcha del Silencio en Montevideo y en otras ciudades del país, en las 
que se conmemora el 20 de mayo. Estas marchas convocan no solo a quienes 
sufrieron directa o indirectamente la dictadura, sino especialmente a las genera-
ciones más jóvenes, quienes justamente defienden los derechos humanos desde 
una concepción mucho más amplia que la de sus padres. 

Con relación a las privatizaciones, también la sociedad se mantuvo alerta 
y en contra de las reformas liberalizadoras, en parte por conocer bien los 
efectos privatizadores en la vecina Argentina, que derivaron en el aumento 
del precio de los servicios públicos y no necesariamente en su mejoría. Pero 
también tiene un peso el carácter «estatista» de la sociedad uruguaya, que 
defiende las empresas públicas no solo por su buen funcionamiento, sino 
por valoraciones que trascienden los aspectos puramente económicos. El re-
feréndum por iniciativa ciudadana sirvió para frenar de forma parcial la ley 
de privatizaciones (ley No 16.211 de 1991), y en iniciativas sucesivas se puso 
freno a los diversos intentos en el mismo sentido (v. cuadro). 

Hay también iniciativas ciudadanas que no alcanzan las firmas para im-
pulsar la consulta o que no consiguen los votos requeridos, y casos en los que 
la iniciativa se abandona porque el Parlamento o el Poder Ejecutivo cambian 
su política frente a la demanda social5. En el caso de la Ley de Interrupción 

5. Un caso notorio fue el de la eliminación de la obligación de la inclusión financiera («bancariza-
ción») para todas las transacciones, que era parte originalmente de la Ley de Urgente Considera-
ción (luc). Un caso mucho menos publicitado fue la prohibición de la carrera de galgos que se hizo 
efectiva con un decreto del presidente Tabaré Vázquez. 



132 Alicia Lissidini | nueva sociedad | 298

Voluntaria del Embarazo (ley No 18.987 de 2012), en 2013 fracasó el inten-
to de llevar a referéndum su derogación por la vía «rápida»6. Ello tuvo como 
efecto que no se volviera a plantear más la posibilidad de su derogación, lo 
que significó, de hecho, una nueva victoria de las organizaciones feministas. 
En 2019 ocurrió lo propio con el intento de llevar a consulta popular la 
derogación de la Ley Integral para Personas Trans (ley No 19.684 de 2018). 
Esas instancias terminaron legitimando las leyes en cuestión, que surgieron 
justamente de una intensa demanda social. 

Distinto fue el caso de la Ley de Riego con Destino Agrario, de 2017, 
impulsada por el gobierno del Frente Amplio. Esta medida fue cuestionada 
por varias organizaciones ambientalistas e incluso por legisladores del ofi-
cialismo, quienes impulsaron un referéndum por la vía «lenta», es decir que 
la ciudadanía tenía un año para juntar firmas de 25% del padrón electoral 
para promover directamente un referéndum. Sin embargo, al no contar con 
el activismo de la izquierda, que entonces estaba en el gobierno, no se llegó a 
reunir las firmas requeridas. De cualquier manera, el malestar con este tipo 
de leyes y con las políticas que afectan el ambiente quedó de manifiesto y 
volvería a estar presente en otras oportunidades. Hay sectores sociales, toda-
vía minoritarios, preocupados por recursos no renovables, como el agua, y 
en general por el ambiente y el cambio climático. Estos temas forman parte 
de esta nueva intersubjetividad que está presente especialmente en los movi-
mientos sociales, pero también en las generaciones más jóvenes.

Tampoco han sido suficientes (hasta ahora) las firmas de los activistas de 
«Uruguay soberano» que buscan limitar y transparentar los acuerdos de los go-
biernos con las empresas extranjeras que explotan recursos naturales en el 
país, para obligar a que esos acuerdos deban ser aprobados por el Parlamento. 

La Ley de Urgente Consideración (luc) en contexto pandémico 

El 23 de abril de 2020, a 100 días del inicio del gobierno de la Coalición Mul-
ticolor (de centroderecha), liderada por Luis Lacalle Pou, y en un contexto de 
crecimiento exponencial de casos de covid-19 y de extrema incertidumbre res-
pecto al futuro, el Poder Ejecutivo puso a consideración del Parlamento una ley 
de urgente consideración (luc). Ese carácter, derivado del inciso 7 del artículo 
168 de la Constitución, supone que la propuesta debe ser discutida y resuelta 
por los parlamentarios en 90 días; de lo contrario, se considera aprobada.

6. La vía rápida se activa presentando las firmas de 2% del padrón electoral –unas 52.000 firmas– 
para que la Corte Electoral convoque a un prerreferéndum al que debe adherir 25% de la ciudada-
nía para activar el referéndum. En los hechos, es un mecanismo más difícil.
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 Desde la reinstauración de la democracia en 1984, solo se apeló a esa 
figura en 13 ocasiones y para aprobar políticas puntuales. En este caso, 
se trató de una ley «ómnibus», pues abarcó al menos 15 temas diferentes, 
en 502 artículos, que modificaban unas 50 normas referidas a seguridad, 
educación, alquiler de viviendas, adopción de personas, privatización de 
servicios públicos e inclusión financiera, entre otros temas relevantes. En 
los aspectos económicos da un giro liberal, restringe el rol del Estado; en 
relación con la educación y otras áreas sociales, reduce y limita el papel 
de las organizaciones sindicales, y en términos de seguridad, aumenta el 
punitivismo, especialmente respecto a los delitos sobre la propiedad, pero 
también a las protestas sociales. 

Si bien la versión original de la ley tuvo modificaciones a medida que 
avanzó su debate en las comisiones del Parlamento y se escucharon diver-
sas voces de las organizaciones de la sociedad civil y de la propia coalición 
gobernante, que objetó aspectos sustantivos de la luc, lo cierto es que esta 
conlleva una serie de modificaciones que afectan incluso los derechos hu-
manos. Así lo afirmó el Instituto Nacional de Derechos Humanos y Defen-
soría del Pueblo en su último informe7.

Aunque el contexto pandémico impedía la realización de manifestacio-
nes públicas contra la ley, hubo protestas en las calles y voces opositoras en 
medios y redes. Con los votos de los integrantes de la coalición –y en algu-
nos artículos, también con los votos de la oposición–, la luc fue aprobada el 
8 de julio de 2020 con escaso debate en el Parlamento y fuera de él. Pero la 
reacción social operó incluso en el contexto pandémico. Y allí aparecieron a 
la mano, nuevamente, los mecanismos de la democracia directa.

Así como en 1992 el sindicato Federación ancap (que agrupa a em-
pleados de la Administración Nacional de Combustibles, Alcohol y Port-
land) tuvo un rol central, esta vez el secretariado del 
Plenario Intersindical de Trabajadores-Convención 
Nacional de Trabajadores (pit-cnt), la entidad sin-
dical matriz en Uruguay, ha venido desplegando 
una campaña contra la ley por sus efectos privatiza-
dores sobre diversas empresas estatales. Lo novedoso 
en esta oportunidad es que las mujeres entraron en 
escena a través de la Intersocial Feminista. Fueron 
ellas quienes defendieron el referéndum y rechazaron la inclusión de ciertos 
artículos referidos a seguridad –al igual que lo hizo cada sector social– y la 

7. «Nuevo informe de la inddhh sobre la ley de urgente consideración», 15/6/2020, disponible en 
<www.gub.uy/institucion-nacional-derechos-humanos-uruguay/comunicacion/noticias/nuevo-
informe-inddhh-sobre-ley-urgente-consideracion>.
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negociaron con el Frente Amplio, que inicialmente se opuso a la propuesta 
de activar la democracia directa, en parte por temor a no alcanzar las firmas 
requeridas y también porque algunos sectores de izquierda son reacios al 
ejercicio de la democracia directa y en general a la participación ciudadana 
más allá del voto. 

La gran mayoría de los analistas políticos y casi todos los políticos –en 
especial los del Frente Amplio– vaticinaron la derrota de la iniciativa. El con-
texto de pandemia, la alta popularidad del presidente Lacalle Pou, la escasa 
información pública sobre la luc y sobre la recolección de firmas y un Frente 
adormecido tras su derrota electoral luego de 15 años consecutivos en el 
poder (2005-2020) no parecían el mejor escenario para recoger las 700.000 
firmas necesarias para activar la consulta. Sin embargo, una vez que se llegó 
a un acuerdo y la campaña se inició, la movilización del sindicalismo, de las 
organizaciones sociales y del Frente Amplio le dieron visibilidad a la cam-
paña. A juzgar por los datos, la coalición de izquierda habría aportado más 
de la mitad de las firmas, y el sindicalismo y las organizaciones, el resto; lo 
que habla de la centralidad de la militancia frenteamplista, pero también de 
una necesidad mutua entre movimientos sociales y partidos. En este caso, la 
iniciativa surgió a pesar de los líderes del Frente Amplio. Es decir, las orga-
nizaciones sindicales y sociales les impusieron a los frenteamplistas agenda, 
pero sin este actor político no se habría alcanzado la meta.

Este referéndum tuvo características inéditas (al momento de escribir este 
artículo, la campaña electoral entre el «Sí» y el «No» se encontraba en pleno 
desarrollo). Las firmas debieron juntarse en el peor momento de la pandemia 
en Uruguay: entre los primeros días de enero y el 8 de julio de 2021, cuando 
la cantidad de personas fallecidas, internadas y contagiadas llegaba a su ré-
cord histórico. Durante ese lapso estuvieron prohibidas las aglomeraciones, 
los actos públicos, los espectáculos, los partidos de fútbol, los recitales, los 
debates públicos presenciales… es decir, todos los eventos sociales en los que 
se suele juntar firmas. Las coordinadoras por la derogación total y parcial 
solicitaron una prórroga para obtener un plazo mayor, que les fue denega-
da. Además, los principales medios de comunicación tendieron a ignorar la 
campaña de recolección de firmas, aunque en los barrios y en las principales 
avenidas se notaba un número cada vez mayor de activistas, que con el tiem-
po se hicieron más visibles, tanto que, finalmente, terminaron siendo noticia. 

Para el 8 de julio, se habían reunido más de 800.000 firmas, una cifra 
inesperada incluso para las propias activistas. La Corte Electoral convocó 
a la ciudadanía para el 27 de marzo de este año para que se expresara a 
favor o en contra de la derogación de la luc. Aunque en esta oportunidad 
(única en Uruguay), la ciudadanía debe aprobar o rechazar la derogación 
in totum de 135 artículos, lo cual es muy complejo por la diversidad de 
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Cuadro

Uruguay: principales iniciativas ciudadanas 
y sus resultados (1989-2020)

Consultas populares Organizaciones que convocan 
y grupos que apoyan 

Porcentaje 
de votos a favor 

16 de abril de 1989
Referéndum contra la 
Ley de Caducidad Punitiva 
del Estado.

Organización de Madres y Familiares 
de Detenidos-Desparecidos.
Frente Amplio y sectores de la izquierda 
de los partidos tradicionales. 
Central Sindical pit-cnt.

43,9
(no aprobada la 
derogación, se 
mantiene la ley).

26 de noviembre de 1989
Plebiscito por el reajuste 
de pasividades según 
Índice Medio de Salarios.

Coordinadora de Jubilados y Pensionistas 
del Banco de Previsión Social. Frente 
Amplio (con la salvedad del mpp). 
Partido Colorado, con la excepción del 
grupo de Jorge Batlle; Partido Nacional, 
con la excepción de los sectores 
del gobierno (Lacalle-Aguirre).

81,78
(aprobada 
la reforma).

13 de diciembre de 1992
Referéndum parcial 
contra la Ley de Empresas 
Públicas (que habilitaba 
la privatización).

Central Sindical pit-cnt, en particular 
el sindicato de trabajadores de la 
empresa telefónica. Frente Amplio y 
algunos sectores del Partido Colorado 
(en particular el Foro Batllista, liderado 
por Julio María Sanguinetti). Algunos 
grupos y líderes del Partido Nacional 
(como el Encuentro Wilsonista, 
liderado por Alberto Zumarán) y 
del Nuevo Espacio.

72
(aprobada la 
derogación 
parcial de la ley).

27 de noviembre de 1994
Plebiscito por la derogación 
de las reformas introducidas 
a la seguridad social y la 
prohibición de introducir 
modificaciones por la vía de 
la rendición de cuentas.

Asociación de Trabajadores de la 
Seguridad Social, Organización 
Nacional de Jubilados y Central 
Sindical pit-cnt.
Frente Amplio; Partido Colorado 
(con la excepción de Jorge Batlle) 
y el sector de Alberto Volonté 
del Partido Nacional.

69,8
(aprobada
la reforma).

temas en juego y la imposibilidad de aprobar unos y rechazar otros, las 
personas se empezaron a informar y a debatir sobre los temas, y esto sin 
duda contribuye a la democratización de las decisiones políticas y a una 
mejora de la conversación pública. 



136 Alicia Lissidini | nueva sociedad | 298

27 de noviembre de 1994
Plebiscito por la obligación 
constitucional de otorgarle a 
la educación pública 27% del 
presupuesto nacional.

Sindicatos de la enseñanza 
(en especial docentes y funcionarios).
Frente Amplio.

32
(no aprobada 
la reforma).

31 de octubre de 1999
Plebiscito para habilitar la 
autonomía financiera del 
Poder Judicial.

Asociación de Funcionarios 
Judiciales, Asociación de Actuarios, 
Asociación de Defensores de Oficio, 
Colegio de Abogados, Asociación 
de Escribanos y Asociación de 
Asistentes Sociales. Fue apoyada 
por sectores del Frente Amplio y 
del Partido Nacional.

42,3
(no aprobada).

7 de diciembre de 2003
Referéndum por la 
derogación de la llamada 
Ley de ancap, la norma que 
permitía la desregulación 
del monopolio que 
esta empresa petroquímica 
mantiene sobre la 
importación, exportación y 
refinación de petróleo crudo 
y sus derivados.

Comisión de Defensa de ancap, 
pit-cnt (sindicalismo) y el Encuentro 
Progresista-Frente Amplio (algunos 
sectores, como los liderados por Astori 
y Rubio, se opusieron a la derogación 
de la ley).

62,2
(aprobada 
la derogación 
de la ley).

31 de octubre de 2004
Plebiscito que proponía la 
introducción de dos artículos 
constitucionales referidos a la 
administración y el uso 
del agua (impidiendo 
su privatización futura).

Comisión en Defensa del Agua y la 
Vida. Federación de Funcionarios de 
ose (compañía de servicio público 
de agua). Frente Amplio y 
sectores del Partido Nacional 
(en particular, Alianza Nacional).

63
(aprobada 
la reforma).

25 de octubre de 2009
Plebiscito-reforma 
constitucional para anular 
los artículos 1, 2, 3 y 4 de 
la ley 15.848 del 22 
de diciembre de 1986 (ley 
que evitó que se juzgara a los 
militares acusados de delitos 
contra los derechos humanos).

Coordinadora Nacional por la 
Nulidad de la Ley de Caducidad. 
Fue apoyado por el Partido por la 
Victoria del Pueblo (sector político 
del Frente Amplio) y el pit-cnt. 
Formalmente, contó con el apoyo 
de todo el Frente Amplio. 

47,9
(No aprobada).

Consultas populares Organizaciones que convocan 
y grupos que apoyan 

Porcentaje 
de votos a favor 
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23 de junio de 2013
Prerreferéndum «vía rápida»-
intento de derogación de la 
ley que habilita el aborto.

Comisión Nacional Pro Derogación 
de la Despenalización del Aborto,
integrado por grupos provida, 
Vamos Uruguay del Partido Colorado 
y el Partido Nacional. Apoyaron
 sectores de la Iglesia católica y 
apoyaron todos los candidatos 
presidenciales, incluido Tabaré Vázquez, 
del Frente Amplio. 

No se lograron los 
votos necesarios para 
que se convocara 
a referéndum. 
La mayoría de los 
partidos se 
comprometió en las 
elecciones de 2019 a 
no volver a plantear 
la posibilidad de 
anular el aborto.

26 de octubre de 2014
Plebiscito, reforma 
constitucional. Se p
ropone bajar la edad de 
imputabilidad, entre 
otras medidas punitivistas.

Propuesta impulsada por la Comisión 
para Vivir en Paz, integrada por 
líderes del Partido Nacional 
(especialmente Luis Alberto Lacalle) 
y Pedro del Partido Colorado, 
Pedro Bordaberry. Gran movilización 
en contra de las organizaciones 
sociales, especialmente 
de la juventud.

46,81
(no se logró 
el porcentaje 
requerido). 

30 de octubre de 2019
Plebiscito, reforma 
constitucional. Se propone 
el levantamiento de la 
prohibición de los allanamientos 
nocturnos si existe orden 
judicial, el cumplimiento 
completo de las penas en los 
delitos graves, la prisión 
perpetua revisable en los casos 
de delitos gravísimos y la 
creación de una Guardia 
Nacional integrada por militares.

Comisión Vivir sin Miedo, integrada 
por partidarios del Partido Nacional 
(especialmente la Alianza Nacional), 
liderado por Jorge Larrañaga, 
ministro del Interior del gobierno 
de Luis Lacalle Pou. 

46,83
(no alcanzó las 
adhesiones 
requeridas).

27 de marzo de 2022
Referéndum parcial 
contra la luc. Se propone 
derogar 135 artículos 
referidos a la administración 
de la educación, seguridad, 
inclusión financiera y otros. 

Comisión Nacional Pro Referéndum, 
conformada por organizaciones 
sindicales, sociales y políticas: pit-cnt, 
Intersocial Feminista, feuu, 
entre otras. 
Apoya el Frente Amplio.

Nota: en este cuadro se incluyen solamente las consultas que fueron promovidas por la vía de la recolección 
de firmas, no aquellas que fueron propuestas al Parlamento por los grupos políticos con representación.
Fuente: elaboración de la autora.
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Más allá del resultado en las urnas –derogación o no de estos artículos–, 
el ejercicio de la democracia directa iniciada y promovida por actores sociales 
obliga a los partidos políticos a tomar postura, a sus líderes a argumentar y 
defender públicamente su voto en el Parlamento, todo lo cual contribuye a for-
talecer la democracia representativa. La participación ciudadana, cuando tiene 
canales institucionales de expresión, lejos de atentar contra la democracia, la 
refuerza y la expande. Uruguay sigue siendo un ejemplo de ello. 

En definitiva, independientemente de los temas en cuestión, los ple-
biscitos y los referendos en Uruguay han contribuido a ampliar la demo-
cracia, a introducir temas en la agenda y a expresar opiniones contrarias 
a las leyes aprobadas. Esta afirmación surge no solo del análisis de estos 
casos, sino del estudio de la historia de la democracia directa en Uru-
guay desde sus orígenes.
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